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Resumen. Este capítulo fundamenta la necesidad de consolidar una dogmática jurídica del 
derecho operacional en Colombia, concebida como un instrumento clave para armonizar el 
uso de la fuerza con los valores del Estado Social de Derecho. Se propone una visión transfor-
madora que, a partir de teorías filosóficas como el contrato social, la guerra justa y el respeto 
por los derechos humanos, busca posicionar al derecho operacional como una rama normativa 
autónoma. A través del análisis de casos históricos y de marcos teóricos, se resalta su rol en 
la regulación del comportamiento militar, el control del poder armado y la protección de la 
población civil en contextos de conflictos armados asimétricos. La propuesta procura superar 
enfoques meramente técnicos para ubicar al derecho operacional como una herramienta 
garantista en el escenario jurídico contemporáneo.
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Introducción 
En la historia reciente de Colombia, las Fuerzas Militares han ejecutado 
operaciones militares emblemáticas e icónicas como la Operación Sodoma 
(2010), la Operación Odiseo (2011), la Operación Osiris (2021), la Operación 
Catatumbo (2025), entre otras. Estas operaciones reflejan no solo la capa-
cidad estratégica y el arte del diseño operacional de las Fuerzas Militares, 
sino que también han hecho eco en instancias judiciales y en organismos en 
el ámbito nacional e internacional, de tal suerte que se han generado debates 
sobre la protección de los Derechos Humanos, los escenarios de conducción 
de hostilidades, la soberanía de los Estados y el uso de la fuerza.

A primeras voces, en el contexto colombiano, hablar del derecho 
operacional (DOPER) es delimitarlo a una área del derecho emergente que 
solo aplica en el ámbito militar. Sin embargo, al extrapolar metódicamente 
la génesis del DOPER, se evidencia que este marco normativo trasciende 
su aplicación práctica en el entorno militar para integrarse en la dogmática 
jurídica. Desde este enfoque se robustece la interpretación de las normas 
que sustentan los derechos fundamentales, la regulación de la conducción 
de hostilidades, el control efectivo del uso de la fuerza y la responsabilidad 
derivada de las operaciones militares, en el marco de los conflictos armados 
o en escenarios de postconflicto. 

La dogmática jurídica en el DOPER se posiciona como un instrumento 
esencial para salvaguardar el equilibrio entre la legitimidad de la efectividad 
militar y el respeto por los principios fundamentales del Estado Social de 
Derecho. En este sentido, el objetivo principal de este análisis es potenciar el 
 DOPER en Colombia, expandiendo su alcance más allá de la regulación del 
uso de la fuerza y abordando temas como la responsabilidad jurídica en las 
operaciones militares y los principios del DOPER en conflictos asimétricos. 

Este marco normativo debe integrarse en el contexto político, social y 
jurídico colombiano, para garantizar el cumplimiento de los principios cons-
titucionales y la preservación de los derechos fundamentales de la población, 
para lo cual se mencionarán unos elementos claves para su comprensión.
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Los fundamentos filosóficos del DOPER en Colombia 
El DOPER es una rama emergente del derecho que regula el uso de la fuerza 
por parte de la fuerza pública en Colombia (Jiménez et al., 2021; Machado, 
2022). Aunque es un concepto relativamente nuevo, tiene sólidos funda-
mentos filosóficos que le dan sustento y legitimidad. Al respecto Gil-Osorio et 
al. (2019) refieren que “la construcción de una episteme del DOPER implica 
abordar el alcance de la misión constitucional asignada a la fuerza pública, 
ya que de esta se desprenden las prácticas y procedimientos operacionales u 
operativos” (s. p.).

El contrato social y el uso legítimo de la fuerza 
Según la teoría del contrato social de filósofos como Hobbes, Locke y 
Rousseau, los individuos acuerdan ceder parte de sus libertades al Estado a 
cambio de protección y seguridad. Esto implica que el Estado tiene la potestad 
legítima de usar la fuerza cuando sea necesario para garantizar el orden y los 
derechos de los ciudadanos.

El DOPER se basa en este principio para regular cómo y cuándo la 
fuerza pública puede emplear la fuerza, siempre con el fin último de proteger 
a la población (Ayala 2023; Jiménez et al., 2021). Además, establece límites 
y parámetros para el uso de la fuerza que se basan en los principios de 
necesidad, proporcionalidad y distinción (Machado, 2022; Observatorio de 
Derecho Operacional, 2025).

Los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario 
Otro pilar fundamental del DOPER son los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) (Jiménez et al., 2021; Machado, 2022; 
Observatorio de Derecho Operacional, 2025). Estos cuerpos normativos, 
plasmados en tratados internacionales ratificados por Colombia, establecen 
que la dignidad y los derechos de las personas deben ser respetados incluso 
en contextos de conflicto armado. El DOPER integra estos principios al 
planeamiento y la ejecución de operaciones militares (Jiménez et al., 2021; 
Machado, 2022). Busca minimizar el sufrimiento y las afectaciones a la 
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población civil, así como garantizar un trato humano a quienes participan en 
las hostilidades (Ayala, 2023; Espinoza, 2017).

La teoría de la guerra justa 
La teoría de la guerra justa, desarrollada por filósofos como Agustín de Hipona 
y Tomás de Aquino, establece criterios para determinar cuándo una guerra es 
moralmente justificada y cómo debe ser conducida (Espinosa, 2017). Principios 
como la causa justa, la recta intención, la declaración pública, la proporciona-
lidad y la distinción entre combatientes y civiles son fundamentales.

El DOPER recoge estos principios y los traduce a normas jurídicas 
aplicables a las operaciones militares (Ayala, 2023; Jiménez et al., 2021; 
Machado, 2022) con el objetivo de asegurar que el uso de la fuerza por parte 
del Estado sea un último recurso, necesario y proporcional, y que se realice de 
manera que se minimicen los daños a la población y se respeten los Derechos 
Humanos (Espinosa, 2017; Observatorio de Derecho Operacional, 2025).

En conclusión, el DOPER tiene sólidos fundamentos teóricos, como el 
contrato social, los Derechos Humanos y la guerra justa, los cuales dan legi-
timidad y sustento a esta nueva rama del derecho, que busca regular el uso 
de la fuerza por parte del Estado de acuerdo con los valores democráticos y 
el respeto a la dignidad humana.

Lecciones del pasado y evolución del DOPER 
A lo largo del proceso de construcción de la sociedad moderna se han gestado 
una serie de eventos y situaciones históricas que han permitido estructurar 
el DOPER. Como primer cimiento significativo, se tienen las Ordenanzas 
de Carlos III, decretadas en el año 1768 (Ministerio de Defensa de España, 
2009), las cuales fueron uno de los primeros intentos de codificar las normas 
asociadas al comportamiento militar. En este sentido, se podría asumir que 
constituyen las primeras proezas del derecho militar.

Las Ordenanzas de Carlos III aportaron significativamente al impulso 
del DIH, al instaurar un marco legal encaminado a normatizar las fuerzas 
armadas y regular la conducta militar. En ellas se promovían la disciplina y 
la responsabilidad dentro de las fuerzas militares, de manera que estipulaban 
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sanciones claras para los comportamientos abusivos o excesivos. Asimismo, 
implícitamente, se promovía la protección de los civiles y la importancia 
de evitar actos que los afectaran. Este apartado podría considerarse como 
el precedente del principio de distinción, que se erige hoy como la piedra 
angular del DIH.

De igual forma, se abordó el respeto por la jerarquía militar y la rendi-
ción de cuentas de los comandantes frente a los actos que ejecutaran sus 
subordinados, lo cual cimentó lo que hoy se conoce como la responsabi-
lidad de mando, un instrumento preponderante en el marco del DIH. Aunque 
estas ordenanzas no estaban específicamente concebidas dentro del marco 
moderno del DIH, su contenido influyó directamente en el perfecciona-
miento de los principios fundamentales de este derecho, como la protección 
de civiles y la limitación de los métodos y los medios de hacer la guerra.

Un hecho que marca un hito jurídico significativo fue la Masacre de 
My Lai, acaecida en el año 1968 durante la guerra de Vietnam, relacionada 
con una operación militar ejecutada por la compañía Charlie, orgánica del 
1.er Batallón del Regimiento de Infantería N.° 20, de los Estados Unidos. Esta 
operación tenía como objetivo localizar y neutralizar a los combatientes viet-
congs. Sin embargo, al no encontrarlos, los soldados dirigieron su accionar 
en contra de la población de Son My, de tal manera que las víctimas fueron 
civiles. Llamó la atención las acciones frente a mujeres, niños y ancianos; 
algunos fueron violentados de manera desmedida. La masacre solo se detuvo 
cuando el oficial que comandaba el helicóptero (Hugh Thompson Jr.) y su 
tripulación intervinieron, amenazando con disparar contra sus propios 
compañeros si continuaban los asesinatos (Kassa, 2023). Fue un evento que 
discrepó profundamente del honor militar, de manera que destacó la nece-
sidad de fortalecer las normas del DIH asociadas con los crímenes de guerra.

En el ámbito jurídico, la masacre de My Lai forjó el juicio que se centró 
en el teniente William Calley, quien fue acusado de crímenes de guerra y fue 
condenado a cadena perpetua en 1971 por la muerte de 22 civiles, pero con 
el pasar de los años su sentencia fue reducida y terminó cumpliendo solo 
tres años bajo la figura de prisión domiciliaria (Belknap, 2022). Esta situación 
generó múltiples cuestionamientos debido a que se señalaba que la pena 
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impuesta no era proporcional a la gravedad de los hechos cometidos, por 
el excesivo uso de la fuerza, la falta de cuidado y el carente control perma-
nente y real que debe demostrar el comandante sobre sus subordinados en 
el desarrollo de operaciones. En ese momento se evidenció la necesidad de 
establecer mecanismos más sólidos para prevenir crímenes de guerra, de tal 
manera que el DIH se consideró como un tema necesario en la formación del 
personal militar para evitar actos atroces. Además, esos sucesos enfatizaron 
la importancia de que los comandantes tomen acción frente a las acciones 
de sus subordinados cuando estos actúan en contra de la ética y el honor 
militar, sin salvaguardar el derecho a la justicia que merecen las víctimas en 
cualquier escenario de conflicto.

Además, es relevante señalar, como acontecimiento de impacto signi-
ficativo en la interpretación del DIH, la operación aerotransportada Furia 
Urgente, desarrollada el 25 de octubre de 1983. En ella, una coalición liderada 
por los Estados Unidos invadió la isla de Granada para restablecer el gobierno 
legítimo derrocado y evacuar ciudadanos estadounidenses (Meneclier, 2016). 
Este evento subrayó la importancia de contar con marcos legales claros y 
sólidos para regular las intervenciones militares en contextos internacionales, 
en particular la diferenciación entre acciones por crisis humanitarias y la 
intervención armamentística con un poderío militar superior. 

De igual forma, se reafirmó la identificación de la soberanía de los 
Estados frente a la protección de los Derechos Humanos de cara a la segu-
ridad internacional, aspecto que esgrimió lo que hoy se conoce como la 
Responsabilidad de Proteger (R2P), principio del derecho internacional que 
establece la obligación de los Estados de prevenir y reconocer crímenes de 
guerra y graves violaciones a los Derechos Humanos.

De lo anterior se desprende el período comprendido entre los años 1986 
y 1987, crucial para el desarrollo del Judge Advocate General’s Corps (JAG 
Corps) en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos (León, 2024), aspecto 
que marcó una apuesta innovadora en la consolidación de cuerpos jurí-
dicos especializados encargados de asesorar operaciones militares. También 
se incluyó la interpretación y el estudio de normas del DIH en contextos 
complejos para asegurar que las acciones militares se inscribieran en la deli-
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mitación de los principios de proporcionalidad y la distinción entre comba-
tientes y civiles.

Adicionalmente, se profesionalizó el DOPER en el interior de las 
Fuerzas Armadas de los Estados Unidos. Además, se fraguó la doctrina jurí-
dica operacional con la creación de marcos legales más sólidos para guiar 
las decisiones militares en conflictos internacionales y no internacionales. 
Esto incluyó la elaboración de manuales y guías que integraran el DIH en 
la planificación y la ejecución de operaciones. Dichos manuales sirvieron 
como referencia para otros países y promovieron la adopción de cuerpos jurí-
dicos especializados en sus fuerzas armadas, lo cual contribuyó a fortalecer 
el impulso de la formación especializada de abogados militares en temas de 
DIH en las Fuerzas Militares.

En este escenario, también se debe recordar que los Estados Unidos 
entraron a la última década del siglo XX con una incursión militar en Panamá, 
en donde, bajo la Operación Causa Justa, en cuestión de días derrocaron al 
gobierno de Manuel Antonio Noriega, antiguo aliado de Washington que fue 
identificado como una amenaza a la seguridad nacional. Meses más tarde, 
durante la continuación del mandato de George H. W. Bush, Estados Unidos 
intervino en Oriente Medio para defender a Kuwait, que semanas atrás había 
sido anexado por el Irak de Saddam Hussein.

Este evento condujo a nuevas discusiones en torno a la plena identi-
ficación de los objetivos militares y el respeto a las normas del DIH, espe-
cialmente en contextos de intervención militar en áreas urbanas densamente 
pobladas, lo cual marcó un punto de inflexión asociado no solo a la forma 
como se planean las operaciones militares, sino también a la forma de evaluar 
sus resultados.

La antigua concepción de la estrategia militar obtuvo un cambio con 
la Operación Tormenta del Desierto ejecutada en el año 1991, liderada por 
Estados Unidos en represalia por la invasión de Kuwait por parte de Irak. 
Esta operación contó con una coalición internacional de países que incluyó 
a Egipto, Siria, Omán, Francia y Kuwait, lo cual inició la Primera Guerra del 
Golfo (Gautier, 2023). Esta operación ilustró la importancia que tiene integrar 
las estrategias militares y la cooperación entre las fuerzas armadas de dife-
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rentes países. Asimismo, fortaleció la aplicación de la normatividad interna-
cional y demostró la importancia de establecer reglas claras para las fuerzas 
armadas en contextos de conflicto armado internacional. También incluyó la 
regulación del uso de la fuerza, las reglas de enfrentamiento y la protección 
de bienes culturales y civiles, aspectos fundamentales del DIH.

Por otro lado, es importante referirse a la Operación Fuerza Aliada, efec-
tuada desde el 24 de marzo hasta el 11 de junio de 1999. Esta duró 78 días 
y pasó a la historia por ser la primera campaña de bombardeos conjunta 
realizada por la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Fue 
una intervención militar de la mayoría de los países miembros de la OTAN 
en la República Federal de Yugoslavia durante la Guerra de Kosovo (Montoya, 
2010). Esto marcó un precedente significativo en relación con las coordina-
ciones necesarias para garantizar el cumplimiento de normas humanitarias y 
resolver crisis mediante mecanismos legales y operacionales. Sin embargo, 
la operación también puso de manifiesto los retos legales concernientes a la 
legitimidad de las intervenciones militares sin la autorización del Consejo de 
Seguridad de la ONU. Aun así, resulta destacable señalar que, en la opera-
ción, se antepuso la premisa de que, desde la planificación y la ejecución 
de las operaciones militares, cuando se cuenta con un conjunto de poderío 
naval, terrestre y aéreo, debe prevalecer el contexto, en el cual la protección 
de civiles y la mitigación de daños colaterales son elementos propios del 
actual DOPER.

Sobre esta última idea se debe señalar que el DOPER ha ganado impor-
tancia, no solo desde la perspectiva propia en el marco de un conflicto, sino 
también en los aspectos que se deben tener en cuenta antes de ejecutar una 
operación. Por ello, las operaciones complejas y multifacéticas con problemas 
legales complicados hicieron necesario que hubiera asesoría en leyes opera-
tivas, así como desplegar un número creciente de oficiales legales. Desde 
la Primera Guerra del Golfo los asesores legales fueron parte de los contin-
gentes desplegados en Somalia, Ruanda, los Balcanes, Haití, Timor Oriental y 
Eritrea. Como resultado, los oficiales legales desplegados entre 1991 y 2001, 
fueron pioneros en la práctica del DOPER en contextos expedicionarios. 

Desde 2002 y hasta el 2021, se contrataron asesores legales en Afganistán 
a nivel táctico, operativo y estratégico, tanto en sedes nacionales y multina-
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cionales, como en entornos convencionales y no convencionales. Esto resalta 
la necesidad apremiante de contar con una formación jurídica operacional 
especializada y diferencial para preparar asesores legales capacitados para 
situaciones tácticas y estratégicas.

En una visión cronológica, el DOPER ha avanzado como una herra-
mienta jurídica clave en la conducción de operaciones militares. Desde esta 
perspectiva, se sustenta la utilización de la fuerza legítima del Estado (ius 
puniendi), bajo los parámetros del respeto a la dignidad humana de la pobla-
ción civil e inclusive de los combatientes.

Aplicación de los principios del DIH en el arte                  
y el diseño operacional en conflictos asimétricos 
El DIH ha tenido un desarrollo progresivo que ha marcado profundamente la 
idea de preservar la dignidad humana en los diferentes contextos de conflicto 
armando. Con tal premisa, el Comité Internacional de la Cruz Roja ha definido 
el DIH como un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de 
limitar los efectos de los conflictos armados para proteger a las personas que 
no participan o que ya no participan en los combates, y limita los medios y 
métodos de hacer la guerra. El DIH suele llamarse también “derecho de la 
guerra” y “derecho de los conflictos armados”.

Este conjunto legal halla sus raíces en principios consuetudinarios 
que fueron codificados a lo largo de los siglos XIX y XX y contenido en los 
cuatro Convenios de Ginebra, que fue suscrito el 12 de agosto de 1949 tras 
la Segunda Guerra Mundial. Al respecto se debe recordar que el Convenio IV 
es la hoja de ruta del principio de distinción y que este compendio normativo 
fue reforzado mediante los tres Protocolos Adicionales de 1977 y 2005.

Ahora bien, es importante señalar que el DIH enfrenta retos únicos en 
el contexto de los conflictos asimétricos. Esto se definen como el enfrenta-
miento entre adversarios de desigual potencia que incluye modos de acción 
no tradicionales, la elusión de fuerza adversaria y la explotación de sus vulne-
rabilidades. De este modo, la “guerra asimétrica” sería un modus operandi 
destinado a obstaculizar el empleo de medios militares clásicos y a privar 
a las fuerzas de una victoria decisiva, rápida y poco costosa en pérdidas 
humanas (Sánchez, 2017). 
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Estos conflictos —caracterizados en su mayoría por las frecuentes infrac-
ciones a las normas por parte de los grupos armados no estatales— dejan en 
evidencia, a pesar de sus dificultades, la importancia de incorporar y reforzar 
los principios fundamentales del DIH, tales como proporcionalidad, distin-
ción, necesidad militar y humanidad en las operaciones militares, los cuales 
prolongan la dignificación estatal. En su núcleo duro, el principio de propor-
cionalidad prohíbe ataques que resulten en daños colaterales excesivos en 
relación con la ventaja militar concreta y directa que se espera obtener, por 
lo cual es de especial relevancia en conflictos asimétricos donde los adversa-
rios buscan inmiscuirse en la población civil y/o utilizarlos para favorecer su 
estrategia no armada.

En materia pragmática, el principio de distinción obliga a las partes a 
diferenciar entre combatientes y civiles, protegiendo a estos últimos de los 
efectos directos de las hostilidades. El menoscabo a la sumisión de este prin-
cipio afecta no solo la legitimidad de las fuerzas armadas, sino también la 
obligación de proteger por parte del Estado, y puede llegar a constituirse como 
crimen de guerra, según lo estipulado en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (CPI). Por su parte, el principio de necesidad militar permite 
únicamente acciones precisas para cumplir un objetivo militar legítimo, mien-
tras que el principio de humanidad prohíbe infligir sufrimientos innecesarios, 
aun cuando sea militarmente considerados como una estratagema. 

En síntesis, existe una relación entre el DIH y el arte y el diseño opera-
cional. Por ello se observa una interacción constante en todas las etapas de las 
operaciones militares: planeación, ejecución y evaluación. La correcta inte-
gración de los principios del DIH en el diseño operacional es fundamental en 
los conflictos asimétricos, ya que estos exigen una combinación equilibrada 
entre objetivos militares y consideraciones humanitarias. 

Como señalan los manuales fundamentales del Ejército Nacional de 
Colombia, el Proceso de Operaciones (PRODOP) es una herramienta clave 
que los comandantes utilizan para planear, preparar, ejecutar y evaluar las 
operaciones militares. Esta guía estructurada afirma que cada decisión estra-
tégica, operacional y táctica debe ser guiada por los principios del DIH y 
adaptada a las particularidades propias del contexto en el cual se ejecute la 
operación.
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Durante la etapa de planeación, las Fuerzas Militares deben establecer 
las Rules on the Use of Force (RUF) y las Rules of Engagement (ROE). Las 
primeras, definidas como las reglas para el uso de la fuerza, son las direc-
tivas que se emiten para guiar a las unidades durante varias operaciones. 
Específicamente, son parámetros generales que establece el más alto nivel 
estratégico, es decir, definen cómo y en qué circunstancias las Fuerzas 
Militares o policiales pueden emplear la fuerza. Estas pueden emitirse a través 
de órdenes, directivas, memorandos o planes. 

Las segundas son definidas como las reglas de enfrentamiento precisas, 
diseñadas para cumplir con los principios que integren el marco jurídico en 
el cual se ejecuta una operación. Estas reglas son aquellas órdenes del mando 
que establecen cuándo, dónde, contra quién y cómo se usa la fuerza, incluso 
la letal, durante una operación militar. En los conflictos asimétricos, las ROE 
deben ser muy rigurosas para garantizar que las decisiones tácticas en el 
terreno no contravengan los principios del DIH, especialmente en sectores 
en donde es difícil distinguir al adversario entre la población civil.

Por supuesto que las diferencias entre las ROE y las RUF se destacan 
principalmente en los ámbitos de aplicación. Las ROE, como directrices 
operativas, proporcionan un marco para que los comandantes militares 
tomen decisiones tácticas en situaciones específicas, mientras que las RUF 
regulan el uso de la fuerza dentro de parámetros establecidos por el derecho 
interno y el DIH. Es fundamental que un comandante militar que desarrolle 
las ROE específicas no solo se ajuste celosamente al marco jurídico del DIH, 
sino que también tome en consideración las disposiciones comprendidas 
en las RUF para garantizar que las acciones emprendidas sean legítimas y 
proporcionales. 

En tal virtud, en la fase de desarrollo y ejecución, el diseño opera-
cional debe implementar elementos y estrategias que permitan evidenciar 
el cumplimiento de lo planeado, verificando constantemente el principio de 
distinción. Esto resulta particularmente crítico en los conflictos asimétricos, 
donde, como ya se ha manifestado, la línea entre combatientes y civiles es 
difusa. De igual forma, en el proceso de evaluación, se debe determinar si 
la ventaja militar obtenida guarda coherencia con la necesidad militar plan-
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teada al inicio de la operación. Asimismo, se debe verificar que el uso de la 
fuerza haya sido eminentemente profesional, dentro del marco del ejercicio 
hermenéutico de la interpretación de la norma jurídica, de tal manera que si 
se encuentran aspectos que no fueron configurados ni planeados o inclusive 
señalamientos como daños colaterales, deberán tomarse las decisiones que 
en derecho corresponda. 

Esto evidencia, por una parte, que el principio de humanidad es trazable 
en todas las etapas del planeamiento operacional y, por otra, que el abordaje 
particular de los principios del DIH en las fases operacionales implica no 
descuidar un principio u otro, sino reconocer que en ciertas etapas hay unos 
que resultan más relevantes. 

Así pues, el DOPER como disciplina orientada a integrar el DIH en la 
planificación y la ejecución de operaciones militares, explica técnicamente 
los procedimientos necesarios para tomar decisiones bajo un marco legal. El 
DOPER no se sustenta únicamente en el estudio de los Derechos Humanos 
ni del DIH, sino que además analiza su consecuencia práctica en la legiti-
midad de las operaciones militares. Además, no está limitado exclusivamente 
a tiempos de conflicto armado, sino que también abarca escenarios de paz 
y transición, por lo cual ofrece una base sólida para garantizar el respeto de 
las normas internacionales, incluso en contextos de reconstrucción y estabi-
lización. Como lo expresa la Corte IDH en el caso Cruz Sánchez y otros vs 
Perú, la implementación de reglas claras sobre el uso de la fuerza es clave 
para preservar tanto la seguridad como la legitimidad de las fuerzas armadas 
en un ambiente operacional (Corte IDH, 2014).

Finalmente, la aplicación de los principios del DIH en el arte y el diseño 
operacional en conflictos asimétricos no solo garantiza el cumplimiento de 
las normas castrenses y las leyes de la guerra, sino que dilucida el deber 
permanente que tienen los Estados de proteger los fines esenciales, gracias a 
lo cual se fomenta la legitimidad de las Fuerzas Militares ante la comunidad 
internacional. La correcta integración de estos principios en todas las fases de 
las operaciones es esencial para salvaguardar el principio de humanidad en 
tiempos de guerra y para consolidar un marco jurídico que respalde la efecti-
vidad e integridad de las acciones militares en contextos tan complejos como 
los conflictos asimétricos.
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La interacción entre la dogmática jurídica                        
y el DOPER en Colombia 
La sujeción del Estado y su andamiaje normativo se funda en la dogmá-
tica jurídica, definida como una disciplina cuyo procedimiento consiste en 
construir métodos formales compuestos por el derecho positivo a través de 
un proceso de abstracción. Este método, que emplea operaciones lógicas 
rigurosas, otorga a la dogmática jurídica un carácter sistemático que permite 
interpretar y ordenar las normas jurídicas dentro de un marco coherente. 
Según Warat (1980), esta tarea constructiva es llamada método técnico-jurí-
dico o lógico-abstracto, considerado por la dogmática jurídica como el único 
método posible en el estadio de la ciencia jurídica (Warat, 1980).

El objeto de estudio de la dogmática jurídica es el derecho positivo 
vigente, el cual se caracteriza por su adhesión a los principios doctrinales 
como guía principal para interpretar el sentido y alcance de las normas jurí-
dicas. Su estudio incluye el análisis del contenido normativo de las leyes, 
además basa su desarrollo sobre todo en las fuentes formales que integran 
el ordenamiento jurídico, tales como: la legislación, la jurisprudencia, los 
tratados internacionales ratificados y los principios generales del derecho. 
Específicamente, estos parámetros constituyen el asidero conceptual del 
DOPER.

El antecedente del surgimiento del DOPER en Colombia es la Operación 
Relámpago II, ejecutada en el año 1998 en el sector de Santo Domingo en el 
municipio de Tame, Arauca. En esta operación se utilizó un dispositivo clúster 
tipo AN-M1A2, el cual fue lanzado desde un helicóptero UH-1H con matrí-
cula FAC 4407 y causó la muerte de 17 civiles, así como lesiones a 27 más. 
Este evento, ocurrido en medio de enfrentamientos entre las Fuerzas Militares 
y las otroras FARC, generó diversos cuestionamientos sobre el cumplimiento 
del DIH, el respecto a la aplicación del principio de distinción y el uso propor-
cional de la fuerza. En particular, se señaló que la ventaja militar obtenida fue 
excesiva frente a los daños causados.

Este caso fue objeto de pronunciamiento por parte de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, instancia internacional que emitió 
una sentencia el 19 de agosto de 2013, donde declaró la responsabilidad 
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internacional del Estado colombiano por violaciones al derecho a la vida, 
la integridad personal y otros derechos fundamentales. La Corte concluyó 
que el uso del dispositivo clúster en una zona urbana violó el principio de 
precaución del DIH. Además, ordenó medidas de reparación, incluyendo 
indemnizaciones para las víctimas y garantías de no repetición. Este proceso 
reflejó la gravedad de los hechos y la importancia de abordar las infracciones 
al DIH y la violación a los Derechos Humanos en el marco de los conflictos 
armados una vez se hubiera efectuado la situación operacional. De modo 
que la evaluación posoperacional es la instancia donde se deben revisar estos 
aspectos.

Atendiendo a lo anterior y en concordancia con el surgimiento del 
DOPER, en el año 2001 se crearon los primeros asesores jurídicos opera-
cionales en la Fuerza Aérea Colombiana (FAC); posteriormente, el Ejército 
Nacional incorporó abogados en sus filas para salvaguardar la integridad jurí-
dica de las operaciones militares.

En concreto, los antecedentes del DOPER datan al año 2006, cuando 
se establecieron políticas enfocadas en orientar el uso de la fuerza letal y se 
fijaron las denominadas reglas de enfrentamiento contenidas en la Directiva 
N.° 14, expedida por el Ministerio de Defensa Nacional, como una primera 
aproximación al DOPER.

Cabe mencionar que, en sentido amplio, el marco conceptual del 
DOPER no tiene sus raíces en Colombia, sino que es fruto de un desarrollo 
positivo y consuetudinario sustentado incluso desde la Primera y Segunda 
Conferencia para la Paz (1899 y 1907, respectivamente), de las cuales surgió 
aquel cuerpo normativo conocido como “Derecho de La Haya sobre medios y 
métodos de conducción de hostilidades”. En otras palabras, los fundamentos 
jurídicos mediatos del DOPER se encuentran en las normas de conducción 
de hostilidades, cuyo propósito es proteger personas y bienes durante una 
confrontación armada. 

Adicionalmente, la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario de 2008, consolidada por el Ministerio de Defensa 
Nacional, sentó las bases para la legitimidad de las operaciones militares con 
el fin de garantizar el respeto por los derechos fundamentales. 
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En el año 2015 surgió un referente doctrinal histórico en Colombia con 
la expedición del Manual de Derecho Operacional para las Fuerzas Militares, 
que a la fecha sigue vigente y fue definido como

la integración de los tratados internacionales ratificados por Colombia, la 
legislación nacional y la jurisprudencia en materia de Derechos Humanos y 
DIH al planeamiento, ejecución y seguimiento de las operaciones, operativos 
y procedimientos de la Fuerza Pública, regulando la conducción de hostili-
dades y otras misiones militares en tiempos de guerra, transición, estabiliza-
ción o paz en cuanto al uso de la fuerza. (Jiménez et al., 2021, p. 13)

A pesar de que el primer manual de DOPER fue publicado en 2009, este 
documento no incluyó una definición clara del concepto. Más bien, señaló 
sus raíces en el Derecho Internacional de los Conflictos Armados (DICA), sin 
desarrollarlo de manera explícita. Posteriormente, en el año 2012 el DOPER 
fue conceptualizado como 

el derecho que fluye en torno a las estrategias, tácticas, planeación, prepara-
ción, ejecución y evaluación de las operaciones, misiones o tareas cumplidas, 
las cuales por motivos de seguridad nacional son objeto de reserva, en razón al 
contexto de conflicto armado en que por décadas se ha sumergido Colombia. 
(Fierro, 2015, p. 125)

Un avance importante en la definición del DOPER se dio con el Decreto 
124 de 2014, que reglamentó la Ley 1698 de 2013. Este decreto es una incor-
poración de los tratados internacionales ratificados por Colombia, la legisla-
ción nacional y la jurisprudencia en materia de Derechos Humanos y DIH 
al planeamiento, la ejecución y el seguimiento de las operaciones militares 
y procedimientos de la fuerza pública (Escuela Militar de Cadetes “General 
José María Córdova” [ESMIC], 2025).

Esta ley también contempla la formación profesional en DOPER como 
un criterio para la selección de cargos en el Sistema de Defensa Técnica y 
Especializada de los miembros de la fuerza pública. Tal como se refleja en 
el Manual Fundamental MFRE 6-27 (Ejército Nacional de Colombia, 2017), 
el DOPER tiene un impacto directo en la planificación, la preparación, la 
ejecución y la evaluación de las operaciones militares; además abarca tanto 
tiempos de conflicto armado como actividades de estabilización o cumpli-
miento de la ley. 
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Ahora bien, en el artículo 22 del  Acto Legislativo N.° 001 del 2017, 
respecto de la calificación jurídica de la conducta en la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP), se señala la estricta sujeción al artículo 29 de la Constitución 
Política, al Código Penal colombiano vigente al momento de la comisión del 
hecho y a las normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH) y de DIH. Asimismo, establece que la JEP respetará las obligaciones 
internacionales en materia de investigación, juzgamiento y sanción, siempre 
con aplicación obligatoria del principio de favorabilidad. En este contexto 
jurídico resulta novedoso que en el segundo párrafo se contemple como 
norma adicional la valoración de la conducta para miembros de la fuerza 
pública. Por ende, la JEP utilizará el DOPER como fuente para hacer la califi-
cación jurídica de la conducta de integrantes de la fuerza pública.

Como se puede observar, los detalles evolutivos del DOPER son 
diversos. En el ámbito jurisprudencial, la Corte Constitucional colombiana, 
en la Sentencia C-080 de 2018, incluso destacó la importancia de las reglas 
operacionales dentro del marco administrativo de la fuerza pública. Estas 
reglas, fundamentadas en el respeto por los Derechos Humanos y el DIH, 
regulan la conducción de operaciones y hostilidades mediante instrucciones 
administrativas concretas.

Conclusiones 
El DOPER se posiciona como una corriente epistemológica que se fortalece 
gracias a los aportes de la academia, las Fuerzas Militares y las decisiones 
judiciales para aportar a la administración de justicia en Colombia. Su natu-
raleza mixta lo posiciona como una rama jurídica integrada por normas 
nacionales e internacionales, que abarcan tanto el derecho público como 
el privado, junto con tratados internacionales ratificados por el Estado. Esto 
permite regular de manera holística la interacción entre el Estado, la fuerza 
pública y los particulares en situaciones de conflicto, consolidación o transi-
ción hacia la paz.

La incorporación del DOPER en los estudios jurídicos garantiza el 
respeto por la dignidad humana y materializa los principios esenciales del 
Estado Social de Derecho. También promueve un marco legal que equilibra 
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la necesidad operacional con los ideales de justicia y equidad, con lo cual 
asegura que las acciones militares y policiales cumplan tanto con están-
dares internacionales, como con las expectativas políticas del país, máxime 
si el Comandante Supremo de las Fuerzas Militares es el Presidente de la 
República.

Para el caso colombiano es importante señalar que el uso de la fuerza 
tiene fines constitucionales, estipulados en el artículo 217 de la Constitución 
Política de Colombia, como son la defensa de la soberanía, la indepen-
dencia, la integridad del territorio nacional y el mantenimiento del orden 
constitucional. Asimismo, esta fuerza se emplea para garantizar los Derechos 
Humanos de la población en general, siempre que las circunstancias lo 
requieran.

El monopolio del uso legítimo de la fuerza que ostentan las Fuerzas 
Militares siempre debe estar sustentado en el ambiente y el contexto en el 
cual se desarrolle la operación militar. Este contexto debe ser explícito en 
la información que suministra la inteligencia militar o la Policía, la cual da 
inicio al planeamiento operacional.

En tal sentido, un comandante militar que aplica el DOPER no se limita 
a interpretar los principios del DIH de manera estática, sino que utiliza un 
enfoque dinámico que considera el contexto, el ambiente y las particulari-
dades de cada situación. En todas las etapas de una operación, en el planea-
miento, la ejecución, el seguimiento y la evaluación, el DOPER aporta la 
gradualidad y ponderación necesarias para adaptar los principios jurídicos a 
las realidades operacionales.

Durante la fase de planeamiento, el establecimiento de reglas de enfren-
tamiento claras y la identificación precisa del objetivo militar garantizan la 
aplicación del principio de distinción. En las fases de ejecución y desarrollo, 
el respeto por los principios de proporcionalidad y limitación minimiza el uso 
innecesario de la fuerza, con lo cual se asegura que los métodos y los medios 
empleados respondan a necesidades legítimas. Finalmente, la evaluación 
posoperacional permite determinar si la ventaja militar obtenida fue propor-
cional al uso de la fuerza empleada, de tal manera que se fortalezca la trans-
parencia en el ejercicio del mando y la responsabilidad del comandante. 
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Los operadores judiciales desempeñan un papel clave al integrar el 
DOPER en los estudios jurídicos de las operaciones militares, de manera que 
contribuyen a fortalecer tanto la legitimidad del uso de la fuerza como la 
administración de justicia.

En conclusión, el DOPER representa una innovación jurídica que no 
solo responde a las necesidades operacionales, sino que también afianza 
los principios del Estado Social de Derecho. Su adopción garantiza que 
las acciones militares y policiales se desarrollen con pleno respeto por la 
dignidad humana, gracias a lo cual se consolida un marco jurídico robusto 
que impulse la superioridad de los principios de justicia social, igualdad y 
respeto por los derechos fundamentales de todos los colombianos.
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